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I. ANTECEDENTES GENERALES DEL EXPEDIENTE 
“VARIOS 912”

El diseño de este apartado es esencial, ya que nos proporciona informa-
ción muy importante para entender el contenido y la razón del expediente 
“Varios 912”, iniciando con la narración del contexto económico, político 
y social de México desde los años cuarenta, hasta los ochenta visto desde 
los acontecimientos nacionales e internacionales como factor de influen-
cia, momentos coyunturales en la historia de nuestro país, momentos que 
marcaron un parteaguas en el sistema político mexicano, de igual manera 
en este apartado se hace mención de las convenciones y comisiones que 
a nivel internacional desde los años sesenta protegían los derechos hu-
manos entre los países miembros, y que sembraron  las modificaciones 
necesarias a la legislación mexicana y a las instituciones formalmente es-
tablecidas como el caso de los tres poderes de la unión, naciendo con ello 
el llamado Control de la Convencionalidad,   para la protección de los 
derechos humanos, que hacia esas fechas eran vulnerados con extremada 
facilidad, circunstancia que permitió la aparición de líderes sociales que 
luchan por las causas de igualdad y justicia; además en este capítulo se 
narra de manera sucinta el caso con la desaparición de Rosendo Radilla 
como el origen del expediente citado, mencionando de igual manera las 
disposiciones legales aplicables al caso en los momentos de la desaparición, 
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con los cuales se realizaba el control de la constitucionalidad; consideran-
do además necesario mencionar los puntos resolutivos sobre los cuales 
versó la resolución de la Corte Internacional. 

CONTEXTO NACIONAL E INTERNACIONAL DEL MÉXICO 
DE LOS AÑOS 1950-1970

Escenario Nacional

México no podía escapar del movimiento mundial de la segunda guerra 
mundial 1939-1945, con apenas 22.6 millones de habitantes en el año 1940, 
se convertiría con su vocación pacifista en un país proveedor de insumos 
de los aliados, circunstancia que le permitió tener un crecimiento indus-
trial muy importante, desde luego sin dejar su vocación campesina, que 
le permitía de cierta manera autosuficiencia alimentaria.

Desde luego que en el ámbito social esto que pareciere ser un avance eco-
nómico, repercutiría en una marcada lucha de clases, los dueños de las gran-
des industrias contra un número mayor de asalariados, lo cual empezó a 
sembrar la semilla de un descontento social, con incipientes manifestaciones.

Durante esta época, y hasta los años ochenta, México experimentó un 
periodo de cuarenta años de estabilidad política y de avance económico, 
caracterizado por un crecimiento sostenido del ingreso per cápita, un creci-
miento urbano muy importante marcado por el centralismo de las decisio-
nes que se tomaban en el país y la constante migración a la capital de país, 
llegando  hacia los años setenta a duplicarse la población con  50.7 millones 
de habitantes, y un crecimiento desorbitante del 3.5% anual, lo cual sin lu-
gar a dudas repercutiría en el ámbito social, al incrementarse la población 
económicamente activa, y demandante de satisfactores, entre ello además 
una mayor participación democrática, con gobiernos menos represores 
que permitieran mayores libertades, provocando esto, una gran cantidad 
de manifestaciones tanto colectivas, como de grupos revolucionarios en las 
provincias, las cuales tenían una tendencia al olvido y a marcadas desigual-
dades de todo tipo, incluso excesos o abusos de las autoridades.
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Transitamos en esa época por distintas facetas económicas, desde un 
crecimiento hacia afuera, sin desarrollo interno, pasando por el modelo 
en los años cincuenta denominado “Desarrollo Estabilizador” actuando 
conforme al modelo liberal y con estímulos a la iniciativa privada y una 
participación conservadora del sector público en la economía, siguiendo 
con un gran apoyo a las empresas nacionales a través del modelo “Sustitu-
ción de Importaciones” hacia los años sesenta, hasta los años setenta, con 
el famoso modelo “desarrollo compartido” el cual marcó un crecimiento 
económico, una mejora en la distribución del ingreso e independencia 
económica, estabilidad de precios y estabilidad en el tipo de cambio, un 
menor endeudamiento externo, fallando en una mayor competitividad 
internacional, lo que al llegar los ochenta motivó la caída del modelo y 
desde luego la crisis del país en materia económica, política y social.

A lo largo de este periodo, las inconformidades no se dejaron espe-
rar, un gobierno represor con policías especializadas en localización 
de manifestantes revolucionarios, o que estaban en contra del sistema, 
leyes diseñadas para reducir la participación social expedidas por un 
poder legislativo institucional o más bien subordinado a las órdenes 
del presidente, pero sobre todo un marcado autoritarismo, surgiendo 
además  políticamente un el sistema de partidos políticos que hipoté-
ticamente daban por terminado la época del caudillismo y su llegada 
al poder mediante las armas, para llegar a un sistema electoral demo-
crático de instituciones, con una tendencia de partido político único, 
hegemónico, omnipotente, que no permitía cuestionamientos en con-
trario, ni mucho menos reconocimiento a las luchas sociales tanto del 
campo como de las ciudades, a pesar de que en su esencia abanderaba 
la justicia social, lo cual más bien parecía ser una postura política-de-
magógica; y desde luego un enriquecimiento de los políticos y las cla-
ses sociales privilegiadas por el poder, contra un empobrecimiento del 
pueblo en general.

En lo jurisdiccional una Suprema Corte alineada con el ejecutivo, en 
donde la violación a las Garantías Individuales, lo que hoy reconocemos 
como Derechos Humanos, era una constante, existiendo los llamados 
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presos políticos, las desapariciones de personas, ante un total exceso de 
poder y arbitrariedad del gobierno, justificando su actuar en lo que cono-
cía como “Causas de Estado”.

Durante ese periodo se vio la llegada de presidentes de la república 
mexicana con perfiles democráticos, de 1940-1946 Manuel Ávila Cama-
cho, de 1946-1952 Miguel Alemán Valdez, de 1958-1964 Adolfo López 
Mateos, con visión de crecimiento y desarrollo social, sin embargo esta 
época también fue marcada por la llegada al poder ejecutivo de presi-
dentes  a través del fraude electoral, y de la selección de su sucesor por 
el presidente en turno, sin contrincantes de partidos opositores a pesar 
de la existencia del Partido Acción Nacional, y de un incipiente Partido 
Comunista Mexicano, ambos con registro, presidentes que se caracteriza-
ron por su exceso de poder, incluso represivo, siendo estos de 1964-1970 
Gustavo Díaz Ordaz, de 1970-1976 Luis Echeverria Álvarez, (arriba y ade-
lante como lema de campaña), de 1976-1982 José López Portillo (la solución 
somos todos, como lema de campaña), tiempos en los que se dio una lucha 
aguerrida en contra de los que estaban en contra del sistema, tanto en las 
universidades públicas, como en las guerrillas urbanas y rurales.

Desde luego lo anterior se acentúa con la crisis económica mexicana a 
partir de los años ochenta, con una sociedad más desigual, más empobre-
cida, con menor participación, y por supuesto más inconforme, a pesar de 
su alineación al Partido Revolucionario Institucional, por un largo tiempo.

Ejemplo de lo anterior son los movimientos populares campesinos que 
pasaron de los reclamos de una justicia agraria a movimientos guerri-
lleros que actuaban contra la estructura gobernativa dominante y de ex-
plotación permanente, estando estos movimientos dirigidos por maestros 
rurales con autoridad moral en sus zonas de trabajo, destacando inicial-
mente en el Estado de Guerrero Genaro Vázquez y Lucio Cabañas Ba-
rrientos, seguido en el Estado de Chihuahua con Arturo Gamiz García, y 
posteriormente en Guadalajara con la fundación de la denominada Liga 
23 de Septiembre; paralelo todo esto a los movimientos sociales en las 
comunidades urbanas, y que sembraron en México una gran tradición 
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de luchadores sociales, que a la postre se constituyeran como elementos 
fundamentales en la lucha por el reconocimiento de los derechos huma-
nos, y la transformación de las instituciones y legislación, de la mano de  
los organismos internacionales, como el caso que nos ocupa de Rosendo 
Radilla, las reformas legislativas, la participación activa y decidida de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Escenario Internacional

México no podía dejar de ser influenciado por los grandes aconteci-
mientos mundiales sociales, desde los que tuvieron su origen en Estados 
Unidos de Norte América, hasta los surgidos en el continente europeo y 
hasta en el continente asiático.

Por un lado la llamada transculturización o contracultura, que tuvo su 
origen en Estados Unidos, en los años sesenta, con el surgimiento social 
del movimiento hippie, que no expresaban más que su inconformidad a 
las expresiones imperialistas de su gobierno y a la famosa hipocresía so-
cial y familiar que supuestamente imperaba en esos momentos, además 
de la gran represión hacia los jóvenes para disponer de su libertad y ser 
enviados de manera permanentes a las guerras internacionales, como la 
de vietnam que dejo tan marcada a dicha sociedad.

Por otro lado, la gran influencia en América Latina del surgimiento de 
los movimientos revolucionarios en Cuba, con el Che Guevara en la época 
de los sesenta, y Fidel Castro con su arribo al ejecutivo cubano a través de 
movimientos revolucionarios desde el año de 1976, hasta 2008.

En México la gestación de los movimientos sociales de los estudiantes 
universitarios y preparatorianos desde finales de la década de los cin-
cuenta, fortalecida por las manifestaciones estudiantiles de Budapest en 
el año de 1956, y la “Primavera de Praga” en 1968.

Paralelo a lo anterior, y derivado de la violación de manera continua y 
permanente de los derechos humanos a nivel internacional,  a pesar de la 
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existencia del primer documento que considera su reconocimiento como lo 
es “Los Derechos del hombre y del Ciudadano” de 1789, surge la necesidad 
de estructurar un acuerdo mundial a través de la Convención de Viena el 
23 de mayo de 1969, reconocida también como tratado de los tratados, en 
donde participa México, y que marca un desarrollo progresivo del dere-
cho internacional y del Jus Cogens Internacional, siendo muestra de ello la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos, también conocido como 
Pacto de San José, suscrita por los estados americanos el 22 noviembre de 
1969, y con todo esto el trabajo permanente de estas organizaciones por el 
respeto al control de la convencionalidad, a través de sus resoluciones y 
jurisprudencias, emitidas contra los estados miembros por la violación al 
contenido de los tratados, mayormente de derechos humanos, y su puntual 
cumplimiento por todos los órganos estatales.

ANTECEDENTES DE LA PARTICIPACIÓN DE MÉXICO A 
NIVEL INTERNACIONAL

La importancia de la participación de México en el ámbito internacional, 
que aunque pareciere que en los primeros años de la creación de los or-
ganismo internacionales encargados de vigilar el cumplimiento de los 
acuerdos o consejos, específicamente los encaminados a la protección de 
los derechos humanos, no tendría ningún significado, dado que incluso 
se ignoraban las resoluciones o sentencias por parte de nuestro país por 
considerar sus resultados sin efectos internos con el pretexto de la sobera-
nía nacional, bajo el argumento de que en nuestro país no se violentaban, 
y todo se hacía apegado a derecho, o bajo el pretexto de considerar que 
el actuar fuerte y disciplinario era por cuestiones de Estado,  sembró un 
antecedente que a futuro jugaría un papel determinante en cambios es-
tructurales de gran trascendencia en nuestro país.

Razón por la cual consideramos que incluirlas en este documento, es el 
elemento principal para entender las causas de participación de los orga-
nismos internacionales en nuestro país, aplicando el control de la conven-
cionalidad, y exigiendo el cumplimiento de las resoluciones a las que Mé-
xico está obligado a cumplir, por el simple hecho de haber suscrito dichos 
tratados.
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Convención de Viena sobre el Derecho de los tratados 1969

La Convención de Viena es el marco jurídico internacional que rige el De-
recho de los tratados entre Estados, el cual fue suscrito en Viena, Austria, 
el 23 de mayo de 1969, entrando en vigor el 27 de enero de 1980, la cual 
consta de 85 artículos y un anexo, siendo su objetivo principal codificar 
las normas consuetudinarias de los tratados suscritos después de 1969 y 
establecer una base jurídica en materia de suscripción de tratados entre 
los estados.

Entre sus principios se encuentran las normas:

•	 Pacta Sunt Servanda
•	 Jus Cogens
•	 Rebus Sic Stantibus
•	 Res Inter Alias Acta
•	 El libre consentimiento
•	 La buena fe
•	 La igualdad de derecho
•	 La libre determinación de los pueblos
•	 La igualdad soberana e independencia de los estados, la no inje-

rencia en asuntos internos, la prohibición de la amenaza y uso de 
la fuerza, el respeto universal de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales.

México aprobó y firmó la convención de Viena el 23 de mayo de 1969, 
siendo aprobada por el senado el día 29 de diciembre de 1972, y publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el día 14 de febrero de 1975. 

Convención Americana sobre Derechos Humanos 

La Convención fue firmada en el marco de la Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos, adoptada en San José de Costa 
Rica, el 22 de noviembre de 1969, entrando en vigor el 18 de julio de 1978, 
suscrita por 34 países, la cual consta de nueve capítulos y 69 artículos, así 
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como de tres capítulos más de disposiciones comunes,  firma, ratificación, 
reserva, enmienda, protocolo,  denuncia, y disposiciones transitoria en 
12 artículos del 70 al 82; incluyendo las disposiciones normativas de la 
Comisión Inter Americana de Derechos Humanos CIADH, y la Corte 
Internacional de Derechos Humanos  CIDH

El 18 de diciembre de 1980 el Senado mexicano aprobó la adhesión a la 
Convención Americana de Derechos Humanos CADH, y el 9 de enero de 
1981 se publica en el Diario Oficial de la Federación la adhesión de México 
a la Comisión Americana sobre Derechos Humanos.

Origen del Expediente “Varios 912”, emitida por la Suprema Corte de 
Justicia de México; Caso Rosendo Radilla.

ORIGEN DEL EXPEDIENTE “VARIOS 912”, CASO ROSENDO 
RADILLA

A manera de narración de hechos, en este apartado se pretende ubicar los 
acontecimientos en una especie de línea del tiempo, para que en un solo 
plano se conozcan los momentos históricos y jurídicos que trascendieron 
en el caso Radilla y por tanto del expediente en cuestión.

El 25 de agosto de 1974, detuvieron ilegalmente en un retén militar al 
señor Rosendo Radilla Pacheco, quien fue visto por última vez en el Ex 
Cuartel Militar de Atoyac de Álvarez, Guerrero, quien era líder social en 
pro de la salud y la educación de su pueblo, quien además fungió como 
Presidente Municipal, existiendo la presunción de ser víctima de desapa-
rición forzada por parte del ejército mexicano.

El 27 de marzo de 1992 Andrea Radilla formuló denuncia penal ante el 
Ministerio Público Federal con sede en Guerrero por desaparición forza-
da, contra quien resulte responsable; El 14 de mayo de 1999 Tita Radilla 
presenta denuncia penal ante el Ministerio Publico local de Atoyac de 
Álvarez, por desaparición forzada, contra quien resulte responsable; El 
20 de octubre del 2000 Tita Radilla presenta una nueva denuncia ante el 
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Ministerio Público Federal con sede en Guerrero, otorgándole el número 
de averiguación previa AP 268/CH3/2000; El 9 de enero de 2001 Tita Ra-
dilla presenta denuncia en la Procuraduría General de la República, por 
desaparición forzosa asignándole el número de averiguación previa AP 
26/DAFMJ/2001, ratificándola el 20 de marzo de 2001.

El 15 de noviembre de 2001 la Comisión Mexicana de Defensa y Pro-
moción de los Derechos Humanos y por la Asociación de Familiares de 
Detenidos-Desaparecidos y Víctimas de Violaciones a los Derechos Huma-
nos en México, presentaron demanda contra el Estado mexicano, por la 
desaparición forzada de Rosendo Radilla, ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.

El 11 de agosto de 2005 el Ministerio Público consignó al General Qui-
rós como probable responsable de la desaparición forzada de Rosendo 
Radilla.

El 12 de octubre de 2005 la Corte Interamericana aprobó el informe 
de admisibilidad N° 65/05, derivado de la denuncia presentada por las 
asociaciones.

El 29 de noviembre de 2005 el Primer Tribunal Colegiado en materia 
Penal y Administrativa del 21 Circuito, resolvió que este caso era de com-
petencia del juez militar, cuya autoridad dictó un auto de sobreseimiento el 
29 de noviembre de 2006.

El 27 de julio de 2007 la Comisión Interamericana dictó una resolución 
de fondo, notificando al estado mexicano el 15 de agosto de 2007.

El 15 de marzo de 2008 la Comisión Interamericana sometió el caso 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, desarrollándose el 
procedimiento entre la Comisión Interamericana contra el Estado mexi-
cano, quien presenta escrito de contestación de demanda, ofrece pruebas, 
además de presentar alegatos en tiempo y forma.
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El 23 de noviembre de 2009 la Corte Interamericana dicta sentencia, con-
denando al Estado mexicano por graves violaciones a los Derechos Hu-
manos, quien es notificado el 15 de diciembre de 2009, publicándose dicha 
resolución en el Diario Oficial de la Federación el 9 de febrero de 2010

El 26 de mayo de 2010 se formula consulta al pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, formulando el expediente “Varios 912”

El caso Radilla fue el primer caso significativo en el que la Corte in-
ternacional condena al Estado mexicano, para efecto de que realice cam-
bios significativos en la legislación, tanto del orden militar como del 
fuero civil. 

LEGISLACIÓN DE 1974 EN MÉXICO, VIGENTE AL 
MOMENTO DE LA DESAPARICIÓN DE ROSENDO RADILLA

Como es de verse, las disposiciones jurídicas vigentes en el momento que 
se suscitó la desaparición de Rosendo Radilla carecían del supuesto jurí-
dico aplicable al caso, por tanto las denuncias que se realizaron tanto en 
el ámbito local como federal, carecían de sanción para la conducta de-
nunciada, considerando que el control de la Constitucionalidad fue bien 
estructurada y realizada por las autoridades jurisdiccionales, sin embar-
go es de hacer notar que desde que se realizaron las primeras denuncias 
hasta que la Corte Interamericana dictó su sentencia, fueron entrando en 
vigor diversas disposiciones internacionales, e incluso nacionales, lo que  
dio motivo a otro gran debate concerniente a la aplicación en retroactivi-
dad de las nuevas  disposiciones que entraron en vigor. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 1°.  En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de 
las garantías que otorga esta constitución, las cuales no podrán restringir-
se ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma 
establece.
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Artículo 103°. Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite: I. Por leyes, actos de la autoridad que violen las garantías 
individuales; II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 
restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito 
Federal, y III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Dis-
trito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.

Artículo 133°. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 
emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con apro-
bación del senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los Jueces de 
cada Estado se arreglará a dicha Constitución, Leyes y tratados, a pesar 
de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o 
leyes de los Estados.

Código Penal Federal

Artículo 215°. Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores pú-
blicos que incurran en alguna de las conductas siguientes: 

I.	I.	 Cuando para impedir la ejecución de una ley, decreto o re-Cuando para impedir la ejecución de una ley, decreto o re-
glamento, el cobro de un impuesto o el cumplimiento de una glamento, el cobro de un impuesto o el cumplimiento de una 
resolución judicial pida auxilio a la fuerza pública o la emplee resolución judicial pida auxilio a la fuerza pública o la emplee 
con ese objeto.con ese objeto.

II.	 Cuando ejerciendo sus funciones o con motivo de ellas hiciere vio-
lencia a una persona sin causa legítima o la vejare o la insultare.

III.	 Cuando indebidamente retarde o niegue a los particulares la pro-
tección o servicio que tenga obligación de otorgarles o impida la 
presentación o el curso de una solicitud.

IV.	 Cuando estando encargado de administrar justicia, bajo cual-
quier pretexto, aunque sea el de obscuridad o silencio de la ley, 
se niegue injustificadamente a despachar un negocio pendiente 
ante él, dentro de los términos establecidos por la ley.

V.	 Cuando el encargado de una fuerza pública, requerida legalmen-
te por una autoridad competente para que le preste auxilio, se 
niegue indebidamente a dárselo.
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VI.	 Cuando estando encargado de cualquier establecimiento desti-
nado a la ejecución de las sanciones privativas de libertad, de 
instituciones de readaptación social o de custodia y rehabilita-
ción de menores y de reclusorios preventivos o administrati-
vos que, sin los requisitos legales, reciba como presa, detenida, 
arrestada o interna a una persona o la mantenga privada de su 
libertad, sin dar parte del hecho a la autoridad correspondiente; 
niegue que está detenida, si lo estuviere; o no cumpla la orden de 
libertad girada por la autoridad competente.

VII.	 Cuando teniendo conocimiento de una privación ilegal de la 
libertad no la denunciase inmediatamente a la autoridad com-
petente o no la haga cesar, también inmediatamente, si esto es-
tuviere en sus atribuciones.

VIII.	Cuando haga que se le entreguen fondos, valores u otra cosa que 
no se le haya confiado a él y se los apropie o disponga de ellos 
indebidamente.

IX.	 Cuando, con cualquier pretexto, obtenga de un subalterno parte 
de los sueldos de éste, dádivas u otro servicio.

X.	 Cuando en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, 
otorgue empleo, cargo o comisión públicos, o contratos de pres-
tación de servicios profesionales o mercantiles o de cualquier 
otra naturaleza, que sean remunerados, a sabiendas de que no 
se prestará el servicio para el que se les nombró, o no se cumplirá 
el contrato otorgado.

XI.	 Cuando autorice o contrate a quien se encuentre inhabilitado 
por resolución firme de autoridad competente para desempeñar 
un empleo, cargo o comisión en el servicio público, siempre que 
lo haga con conocimiento de tal situación.

XII.	 Cuando otorgue cualquier identificación en que se acredite 
como servidor público a cualquier persona que realmente no 
desempeñe el empleo, cargo o comisión a que se haga referencia 
en dicha identificación.

XIII.	Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos 
previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno 
a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y 
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destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar 
otro empleo, cargo o comisión públicos. Igual sanción se impon-
drá a las personas que acepten los nombramientos, contrataciones 
o identificaciones a que se refieren las fracciones X a XII.

XIV.	Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos 
previstos por las fracciones VI a IX, se le impondrá de dos a nueve 
años de prisión, de setenta hasta cuatrocientos días multa y desti-
tución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro 
empleo, cargo o comisión públicos.

SENTENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE 
DE 2009

Para mejor entender los puntos de acuerdo en las discusiones de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, sobre la obligatoriedad o no, de 
cumplir con las sentencias de la Corte Interamericana, es necesario co-
nocer la sentencia, aunque en este numeral únicamente se incluyen los 
puntos resolutivos, omitiendo los resultandos y considerandos deriva-
do de su muy extenso contenido.

Caso Radilla Pacheco VS. Estados Unidos Mexicanos

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte 
Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”), integrada por los siguientes 
jueces*: Cecilia Medina Quiroga, Presidenta; Diego García-Sayán, Vice-
presidente; Manuel E. Ventura Robles, Juez; Margarette May Macaulay, 
Jueza, y Rhadys Abreu Blondet, Jueza; presentes, además, Pablo Saavedra 
Alessandri, Secretario, y Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta, 
de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención 
Americana”) y con los artículos 30, 32, 38.6, 56.2, 58, 59 y 61 del Reglamen-
to de la Corte1 (en adelante “el Reglamento”), dicta la presente Sentencia.
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REPARACIONES (Aplicación del artículo 63.1 de la Convención. Es un 
principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación 
internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo 
adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional 
314. En sus decisiones al respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 
de la Convención Americana. En el presente capítulo, el Tribunal exami-
nará las pretensiones que, en la materia, señalaron la Comisión Interame-
ricana y los representantes con el objeto de disponer las medidas tendien-
tes a reparar los daños ocasionados a las víctimas.

A.	 Parte Lesionada
B.	 Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su 

caso, sancionar a los responsables
C.	 Medidas de satisfacción y garantías de no repetición C1. Deter-

minación del paradero de Rosendo Radilla Pacheco. Reformas a 
disposiciones legales i) Reformas constitucionales y legislativas en 
materia de jurisdicción militar. ii) Tipificación adecuada del delito 
de desaparición forzada de personas: reforma al artículo 215-A del 
Código Penal Federal conforme a los instrumentos internacionales. 
C3. Capacitación a operadores de justicia y educación en derechos 
humanos. C4. Publicación de las partes pertinentes de la presente 
Sentencia. C5. Acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional. C6. Restablecimiento de la memoria: semblanza de la 
vida del señor Rosendo Radilla Pacheco. C7. Atención psicológica.

D.	 Indemnizaciones, compensaciones, costas y gastos. D1. Daño mate-
rial. i) Pérdida de ingresos. ii) Daño emergente. D2. Daño inmaterial. 
D3. Costas y gastos. D4. Modalidades de cumplimiento de los pagos 
ordenados.

PUNTOS RESOLUTIVOS 1. Por tanto, LA CORTE DECIDE, por 
unanimidad

1.	 Rechazar las excepciones preliminares interpuestas por los Estados 
Unidos Mexicanos, de conformidad con los párrafos 14 a 50 de la 
presente Sentencia.
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2.	 Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional 
efectuado por el Estado, en los términos de los párrafos 52 a 66 de 
la presente Sentencia. 

DECLARA, por unanimidad, que 

3.	 El Estado es responsable de la violación de los derechos a la li-
bertad personal, a la integridad personal, al reconocimiento de 
la personalidad jurídica y a la vida, consagrados en los artículos 
7.1, 5.1, 5.2, 3 y 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con la obligación de respetar y garantizar 
contenida en el artículo 1.1 de la misma y con los artículos I y XI 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, en perjuicio del señor Rosendo Radilla Pacheco, en los 
términos de los párrafos 120 a 159 de la presente Sentencia. 

4.	 El Estado es responsable por la violación del derecho a la inte-
gridad personal consagrado en los artículos 5.1 y 5.2 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las señoras Tita y Andrea, 
y del señor Rosendo, todos de apellidos Radilla Martínez, en los 
términos de los párrafos 160 a 172 de la presente Sentencia. 

5.	 El Estado es responsable por la violación de los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los 
artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y los 
artículos I incisos a), b) y d), IX y XIX de la Convención Intera-
mericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de 
las señoras Tita y Andrea, y del señor Rosendo, todos de apellidos 
Radilla Martínez, en los términos de los párrafos 173 a 314 de la 
presente Sentencia. 

6.	 El Estado incumplió el deber de adoptar disposiciones de derecho 
interno establecido en el artículo 2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos I y III de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Perso-
nas, respecto de la tipificación del delito de desaparición forzada 
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de personas, en los términos de los párrafos 315 a 324 de la presente 
Sentencia. 104 Y, 

DISPONE, por unanimidad, que

7.	 Esta sentencia constituye per se una forma de reparación. 
8.	 El Estado deberá conducir eficazmente, con la debida diligencia y 

dentro de un plazo razonable la investigación y, en su caso, los pro-
cesos penales que tramiten en relación con la detención y posterior 
desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco, para de-
terminar las correspondientes responsabilidades penales y aplicar 
efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea, en 
los términos de los párrafos 329 a 334 de la presente Sentencia. 

9.	 El Estado deberá continuar con la búsqueda efectiva y la localiza-
ción inmediata del señor Rosendo Radilla Pacheco o, en su caso, de 
sus restos mortales, en los términos de los párrafos 335 a 336 de la 
presente Sentencia. 

10.	 El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, las reformas le-
gislativas pertinentes para compatibilizar el artículo 57 del Código 
de Justicia Militar con los estándares internacionales en la materia 
y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los 
términos de los párrafos 337 a 342 de la presente Sentencia. 

11.	 El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, las reformas legis-
lativas pertinentes para compatibilizar el artículo 215 A del Código 
Penal Federal con los estándares internacionales en la materia y de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Perso-
nas, en los términos de los párrafos 343 a 344 de la presente Sentencia. 

12.	 El Estado deberá implementar, en un plazo razonable y con la 
respectiva disposición presupuestaria, programas o cursos per-
manentes relativos al análisis de la jurisprudencia del Sistema In-
teramericano de Protección de los Derechos Humanos en relación 
con los límites de la jurisdicción penal militar, así como un pro-
grama de formación sobre la debida investigación y juzgamiento 
de hechos constitutivos de desaparición forzada de personas, en 
los términos de los párrafos 345 a 348 de la presente Sentencia. 
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13.	 El Estado deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación y 
en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los 
párrafos 1 a 7, 52 a 66, 114 a 358 de la presente Sentencia, sin las 
notas al pie de página, y la parte resolutiva de la misma, y publicar 
íntegramente este Fallo en el sitio web oficial de la Procuraduría 
General de la República, en un plazo de seis y dos meses, respecti-
vamente, a partir de la notificación de este Fallo, en los términos de 
los párrafos 349 a 350 del mismo. 

14.	 El Estado deberá realizar un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad en relación con los hechos del presente caso y en 
desagravio a la memoria del señor Rosendo Radilla Pacheco, en los 
términos de los párrafos 351 a 354 de la presente Sentencia. 

15.	 El Estado deberá realizar una semblanza de la vida del señor Ro-
sendo Radilla Pacheco, en los términos de los párrafos 355 a 356 de 
la presente Sentencia. 

16.	 El Estado deberá brindar atención psicológica y/o psiquiátrica 
gratuita y de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de 
sus instituciones públicas de salud especializadas, a las víctimas 
declaradas en el presente Fallo que así lo soliciten, en los términos 
de los párrafos 357 a 358 del mismo. 

17.	 El Estado deberá pagar las cantidades fijadas en los párrafos 365, 
370, 375 y 385 de la presente Sentencia, por concepto de indemni-
zación por daño material e inmaterial, y el reintegro de costas y 
gastos, según corresponda, dentro del plazo de un año, contado a 
partir de la notificación del presente Fallo, en los términos de los 
párrafos 360 a 392 del mismo. 

18.	 La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, 
en ejercicio de sus atribuciones y en cumplimiento de sus deberes 
conforme a la Convención Americana, y dará por concluido el pre-
sente caso una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a 
lo dispuesto en la misma. El Estado deberá, dentro del plazo de un 
año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, rendir al 
Tribunal un informe sobre las medidas adoptadas para cumplir con 
la misma. 
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Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en San 
José, Costa Rica, el 23 de noviembre de 2009.

ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE “VISTOS 912/2010” 
DESDE EL PUNTO DE VISTA DEL CONTROL DE LA 
CONVENCIONALIDAD

COMPETENCIA DE LA SCJN PARA CONOCER DE LA 
SENTENCIA DE LA CORTE IDH.

Con notificación de la sentencia dictada por la Corte Interamericana, al 
Estado Mexicano, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ve preci-
sado a determinar sobre la viabilidad legal y eventual aplicación de dicha 
resolución en nuestro país, y si existía la obligación de acatarla, sobre todo 
si existían los fundamentos legales tanto internacionales como nacionales 
que obligarán a todas las autoridades locales al cumplimiento y obedien-
cia de la misma, razón por la cual el 26 de mayo de 2010 el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación  formuló consulta al pleno 
formándose con ello el expediente “VARIOS 489/2010”

Derivado de las discusiones del expediente “VARIOS 489/2010” den-
tro del pleno de la Corte mexicana, el día 7 de septiembre de 2010 el 
pleno resolvió la determinación en relación a la competencia de dicho 
órgano para conocer del asunto,  dándole participación al poder judicial 
federal en el cumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, para determinar el cumplimiento del fondo de 
la multicitada sentencia de la Corte Interamericana, abriendo para ello 
el expediente “VARIOS 912/2010”.

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA SCJN DEL EXPEDIENTE 
VARIOS 912/2010

La discusión y resolución emitida por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el expediente “VARIOS 912/2010” dejó un precedente de suma 
importancia en el Estado mexicano.
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Es, por decirlo así, el parteaguas de la aplicación del Control de la 
Convencionalidad, no sólo en el tratamiento del tema de los Derechos 
Humanos, o en el caso de la desaparición forzada de personas, o en la 
aplicación misma de la sentencias que dicta la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos por las autoridades mexicanas, sino además por la 
influencia para que los legisladores hicieran las modificaciones a diver-
sos artículos constitucionales y de normas secundarias, y desde luego 
el punto medular, obligar a la totalidad de las autoridades ex officio a 
la revisión de dichas resoluciones para su aplicación prácticamente en 
todos los ámbitos y niveles de gobierno en nuestro país.

El expediente “VARIOS 912/2010” está estructurado de la siguiente 
forma:

CONTENIDO DE LA PARTE I. DEL TRÁMITE.

1.	 El 9 de febrero se publicó en el D.O.F, diversos párrafos de la sen-
tencia del 23 de noviembre de 2009, emitida por la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos en el caso Rosendo Radilla.

2.	 El 26 de mayo de 2010 se presentó solicitud al pleno de la Corte 
Suprema para determinar el trámite a la sentencia pronunciada.

3.	 El 27 de mayo de 2010 se turnó al ministro Cossío el expediente 
“VARIOS 489/2010” para su estudio y propuestas.

4.	 El ministro Cossío propuso entre otros puntos la procedencia de la 
consulta a trámite, determinando que el poder judicial debe aten-
der la sentencia dictada, y el presidente debe dictar el acuerdo que 
ordene se lleve a cabo el considerando cuarto de dicha resolución.

5.	 El 31 de agosto de 2010 se sometió la sentencia a discusión del ple-
no de la SCJN, acordando que es de su competencia analizar si le 
resultan obligaciones de la resolución al estado mexicano.

6.	 El 2, 6, 7 de septiembre de 2010 se sometió nuevamente al pleno, 

I. Trámite II. Considerando III. Determinaciones
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y mediante  votaciones divididas se discutió  si la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos puede  determinar 
obligaciones directas y específicas a la SCJN, y si le obligaba al Po-
der ejecutivo  proceder de mutuo propio a su cumplimiento sin 
coordinarse con otros poderes del estado mexicano o si en una sen-
tencia de la Corte Interamericana de derechos humanos pudieran 
existir obligaciones específicas y directas al Poder Judicial  de la 
Federación.

7.	 El 7 de septiembre de 2010 el pleno aprobó por unanimidad de 11 
votos, que el engrose fuera elaborado por la ministra Luna Ramos.

CONTENIDO DE LA PARTE II. DEL CONSIDERANDO

En esta parte de la resolución la SCJN determina su competencia para 
conocer del asunto, basado en la resolución del 7 de septiembre de 2010, 
para hacer una declaración acerca de la posible participación del poder 
judicial de la federación en la ejecución de la sentencia dictada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco, 
contra los Estados Unidos Mexicanos.

Derivado de la duda que genera la inexistencia de normas legales ex-
presas, que regulen su ejecución, y la importancia que dicho caso reviste 
para el orden jurídico nacional.

Además, hace una consideración toral sobre lo resuelto por el pleno en 
al expediente “VARIOS 489/2010” en donde determinó que debe emitirse 
una declaración acerca de la posible participación del poder judicial de la 
federación en la ejecución de la sentencia dictada por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en el caso Radilla Pacheco contra los Estados 
Unidos Mexicanos.

Considerando además todos los antecedentes mencionados respecto 
a la adopción de diversas disposiciones internacionales en materia de 
derechos humanos, desaparición forzada, etc. La temática de la consulta 
es analizar el reconocimiento de la competencia de la Corte Interameri-
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cana de Derechos Humanos, para establecer las obligaciones del poder 
judicial del Estado mexicano.

Es un hecho inobjetable la sujeción del Estado mexicano a la jurisdicción 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, reconociendo que sus 
sentencias tienen el poder de cosa juzgada.

La Corte Suprema no puede evaluar el litigio, solo puede limitarse a 
su cumplimiento en la parte que le corresponda, derivado de la firmeza 
vinculante de sus artículos.

La sentencia es vinculante para el poder judicial en los puntos resoluti-
vos, y en los criterios, atendiendo a las jurisprudencias que emite la propia 
Corte Interamericana, aplicada como criterio orientador de las decisiones 
de todos los jueces mexicanos, pero siempre que le sea favorable a la per-
sona, atendiendo al artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Los jueces deberán iniciar con la observación de los derechos humanos 
establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales, y en los 
criterios de la Corte Interamericana, para evaluar el más favorecedor, sin 
prejuzgar la posibilidad que sean los criterios internos aquellos que cum-
plan de mejor manera con lo establecido por la Constitución.

Derivado de la resolución del caso Radilla, le resultan obligaciones al 
poder judicial de llevar a cabo el Control de la Convencionalidad ex officio 
en un modelo de Control Difuso de Constitucionalidad, restringiendo la 
interpretación del fuero militar en casos concretos párrafo 339 de la sen-
tencia de la Corte Interamericana.

En base a lo cual se debe determinar si el poder judicial debe ejercer 
Control de Convencionalidad ex officio y cómo debe realizarse ese control, 
siendo que hasta esa fecha solamente se ha aplicado por el poder judicial 
federal mediante mecanismo de amparo, controversias y acciones de in-
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constitucionalidad, siendo esta la aplicación que ha operado del Control 
Difuso de la Constitucionalidad de las leyes, lo cual no ha dependido de 
la constitución sino de las jurisprudencias.

Aunado a lo anterior el 10 de junio de 2011 se publicó en el D.O.F las re-
formas al artículo 1° de la Constitución Federal, razón por la cual todas las 
autoridades están obligadas a velar por los derechos humanos contenidos 
en los tratados internacionales y por los contenidos en la Constitución, sin 
dejar de considerar lo dispuesto por el artículo 133 de la misma constitu-
ción, para enmarcar el Control de la Convencionalidad.

Lo anterior obliga a los jueces a dejar de aplicar las normas inferiores 
dando preferencia a los contenidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales.

De tal manera que el mecanismo de Control de Convencionalidad ex 
officio en materia de derechos humanos debe ser acorde con el modelo 
general de control establecido constitucionalmente.

El parámetro de análisis del control de los jueces debe hacerse aten-
diendo el siguiente orden: 

I.	 Los derechos humanos contenidos en la constitución, conforme al 
artículo 1° y 133° constitucional.

II.	 Todos los derechos humanos contenidos en los tratados internacio-
nales.

III.	 Criterio vinculante de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos establecidos en sentencias y criterio orientadores de la jurispru-
dencia y precedentes de la Corte.

Sin que la posible inaplicación de parte de los jueces suponga la elimi-
nación o el desconocimiento de la presunción de constitucionalidad de 
las leyes, sino esto permitirá hacer el contraste: 

I.	 Interpretar en sentido amplio, todos los jueces deben interpretar el 
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orden jurídico conforme a los derechos humanos establecidos en la 
constitución y en los tratados internacionales.

II.	 Interpretación en sentido estricto, cuando hay varias interpretacio-
nes jurídicas los jueces deben preferir la ley acorde a los derechos 
humanos establecidos en la constitución y en los tratados interna-
cionales.

Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son posibles.

Actualmente existen dos vertientes dentro del modelo de constitucio-
nalidad del orden jurídico mexicano que son acordes al modelo de Con-
trol de Convencionalidad.

I.	 Control concentrado en los órganos del poder judicial de la federa-
ción con vías directas de control de acciones de inconstitucionali-
dad, controversias constitucionales y amparos directos e indirectos

II.	 Control por parte del resto de los jueces del país en forma inciden-
tal durante los procesos ordinarios.

Todas las autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen 
la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpre-
tación más favorable a la persona.

Restricción interpretativa del fuero militar, frente a situaciones que 
vulneren derechos humanos de civiles, bajo ninguna circunstancia puede 
operar la justicia militar.

El tribunal internacional resolvió que las víctimas de violaciones de 
derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales violaciones 
sean conocidas y resueltas por tribunales civiles competentes

Medidas administrativas que deberán implementar el poder judicial 
de la federación

Derivado de la resolución del tribunal en pleno referente a que todas las 
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sentencias emitidas por la Corte Interamericana son vinculantes al poder 
judicial de la federación, se deberá;

•	 Establecer cursos y programas de capacitación para jueces y ma-
gistrados

•	 Sobre el sistema en general y de la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana

•	 Sobre el delito de desaparición forzada

Cumplimiento de la sentencia de la corte interamericana de derechos hu-
manos

•	 El poder judicial deberá garantizar que la averiguación previa 
abierta en el caso Radilla se mantenga bajo conocimiento de la ju-
risdicción ordinaria y no bajo el fuero de guerra.

•	 Todos los jueces del Estado mexicano están facultados para inapli-
car las normas generales que consideren transgresoras a los dere-
chos humanos contenidos en la constitución y en los tratados inter-
nacionales.

•	 Es necesario que un ministro de la SCJN solicite la modificación de la 
jurisprudencia p./j, 74/1999, en la que se interpretó el artículo 133° 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el 
sentido del Control Difuso de la Constitucionalidad de normas gene-
rales no está autorizado para todos los jueces del Estado mexicano.

•	 El poder judicial federal deberá orientar todas las interpretaciones 
constitucionales y legales sobre la competencia militar y material, 
con estándares internacionales de derechos humanos.

•	 Deberá garantizarse el acceso al expediente y expedición de copias 
para las víctimas.

•	 Se ordena a todos los juzgados y tribunales federales del país, que 
en caso de que tengan conocimiento algún asunto relacionado con 
el tema, lo informen a las SCJN para que reasuma su competencia 
originaria, o bien ejerza su facultad de atracción por tratarse de un 
tema de importancia y trascendencia.
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CONTENIDO DE LA PARTE III. DE LA DETERMINACIÓN

La participación del poder judicial de la federación en la ejecución de 
la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos humanos 
en el caso de Radilla Pacheco contra los Estados Unidos Mexicanos se 
circunscribe a los términos precisados en la presente ejecutoria.

MODIFICACIONES LEGALES E INSTITUCIONALES A 
PARTIR DE LA RESOLUCIÓN DE LA SCJN

Cabe hacer notar que si bien es cierto con la resolución de la Corte Intera-
mericana y  la determinación de procedencia en nuestro país por parte de 
la Suprema Corte, dio nacimiento a modificaciones legislativas a las leyes 
vigentes en el caso específico de los Derechos Humanos en el artículo 1° 
de la CPEUM, y del peso específico de los tratados Internacionales artículo 
133° de la CPEUM, también se dieron cambios a otras disposiciones lega-
les de menor nivel jerárquico como el Código Penal Federal en su artículo 
215°, derivado de nuevos acuerdo de Convenciones Internacionales como 
el caso de la Convención Interamericana de  Desaparición Forzosa de Per-
sonas; las cuales quedaron como a continuación se expresa.

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS 

Adoptada en Belem do Pará, Brasil el 9 de junio de 1994, en el vigésimo 
cuarto periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, 
la cual consta de 22 artículos.

El 4 de mayo de 2001 México firma la Convención Interamericana so-
bre Desaparición Forzosa de Personas, y se publica en el D.O.F el 1 de 
junio de 2001.

EL 27 de noviembre de 2001 se publicó en el D.O.F la creación de la 
Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado.
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ARTÍCULOS CONSTITUCIONALES 

reformados DOF 10-06-2011

Titulo Primero

Capítulo I

De los Derechos Humanos y sus Garantías

ARTÍCULO 1°. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas go-
zarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restrin-
girse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
formidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obliga-
ción de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá pre-
venir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos huma-
nos, en los términos que establezca la ley.

ARTÍCULO 103°. Los Tribunales de la Federación resolverán toda con-
troversia que se suscite

I.	 Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen 
los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para 
su protección por esta Constitución, así como por los tratados inter-
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nacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;
II.	 Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren 

o restrinjan la soberanía de los Estados o la autonomía de la Ciudad 
de México, 

III.	 Por normas generales o actos de las autoridades de las entidades 
federativas que invadan la esfera de competencia de la autoridad 
federal.

ARTÍCULO 133°. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión 
que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la mis-
ma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con 
aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jue-
ces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 
tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las 
Constituciones o leyes de las entidades federativas.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Se adicionaron prácticamente del inciso A. hasta el inciso G, de manera 
específica sobre la Desaparición Forzada de Personas.

Delitos contra la libertad personal y desaparición forzada de personas

ARTÍCULO 215°-A.- El agente de autoridad que, fuera de los supuestos 
constitucionales, detuviere o encerrare a una persona, privándola de su 
libertad, o la retuviere cuando la persona se hubiese presentado volun-
tariamente será sancionado con pena de prisión de 8 meses a 4 años y 
destitución del cargo.

ARTÍCULO 215°-B.- El agente de autoridad que, fuera de los casos per-
mitidos por los supuestos constitucionales, aprehendiera a una persona y 
la presentará inmediatamente al Ministerio Público, será sancionada con 
la suspensión en su cargo o empleo hasta por treinta días o sesenta jorna-
das de trabajo a favor de la comunidad.
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ARTÍCULO 215°-C.- Comete el delito de desaparición forzada de perso-
nas el servidor público que, independientemente de que haya participado 
en la detención legal o ilegal de una persona, la mantenga oculta bajo 
cualquier forma de detención o encerramiento, niegue reconocer dicha 
privación de la libertad o no dé razón cierta y precisa de su paradero, 
restringiendo con ello el ejercicio de los recursos legales y de las garantías 
legales pertinentes.

ARTÍCULO 215°-E.- A quien cometa el delito de desaparición forzada de 
personas se le impondrá una sanción de 15 a 40 años de prisión.

Si la víctima fuere liberada espontáneamente dentro de los tres días si-
guientes a su detención y se encontrare indemne, la sanción será de ocho 
meses a cuatro años de prisión.

Si la liberación ocurriera dentro de los diez días siguientes, la sanción 
aplicable será de dos a ocho años de prisión.

Estas penas podrán ser disminuidas hasta en una tercera parte, cuando 
quien hubiere participado en la comisión del delito, suministre informa-
ción que permita esclarecer los hechos; y hasta en una mitad cuando con-
tribuya a lograr la aparición con vida de la víctima.

ARTÍCULO 215-F.- Al servidor público que haya sido condenado por el 
delito de desaparición forzada de personas se le destituirá del cargo y se 
le inhabilitará para desempeñar de manera definitiva otro empleo cargo 
o función públicos.

ARTÍCULO 215°-G.ARTÍCULO 215°-G.- La desaparición forzada de personas es un crimen 
de lesa humanidad, en consecuencia, no es susceptible de perdón, amnistía 
o figuras análogas, ni será considerado para efectos de extradición como 
delito político.

En ningún caso se admitirá la exclusión del delito por obediencia debi-
da a órdenes o instrucciones superiores que dispongan, autoricen o alien-

82

VITAM. REVISTA DE INVESTIGACIÓN EN HUMANIDADES
ISSN 2448-6124 / eISSN 2594-2107

Año 5 No. 2 (Mayo – Agosto de 2019), pp. 55-87
ENSAYO | TRASCENDENCIA DEL EXPEDIENTE “VARIOS 912“...



ten la desaparición forzada de personas. Toda persona que reciba tales 
órdenes tiene el derecho y el deber de no obedecerlas.

La acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la 
pena que se imponga judicialmente al responsable de la misma no esta-
rán sujetas a prescripción.

La oposición o negativa por parte de quien funja como responsable de 
todo lugar donde haya motivos para creer que se pueda encontrar a una 
persona desaparecida, para que los agentes de autoridad o de los orga-
nismos competentes tengan libre e inmediato acceso a los mismos, serán 
sancionados con la destitución de su empleo, cargo o comisión públicos, 
sin perjuicio de los demás delitos en que pudieren incurrir.

RETROACTIVIDAD DE LAS NUEVAS DISPOSICIONES 
NACIONALES E INTERNACIONALES.

Al respecto no podemos dejar de mencionar por un lado lo dispuesto en 
el artículo 14° Constitucional el cual se refiere de manera textual en su 
primer párrafo:

ARTICULO 14° párrafo primero: A ninguna ley se le dará efecto retroac-
tivo en perjuicio de persona alguna.

Por su parte, en el ámbito internacional las discusiones se centraron 
en la irretroactividad de los hechos pasados, los hechos presentes y los 
hechos futuros, en relación con la aparición de las sentencias emitidas por 
los distintos organismos internacionales, definiendo que dicho principio 
aplicaría únicamente sobre los hechos continuados.

CONCLUSIONES

Previo al análisis del  expediente siempre se consideró importante incluir 
al inicio diversa  información relativa a las condiciones históricas del mo-
mento en que sucedieron los hechos, considerando los factores político, 
social y económico, tanto en el país como en un contexto internacional, 

83

VITAM. REVISTA DE INVESTIGACIÓN EN HUMANIDADES
ISSN 2448-6124 / eISSN 2594-2107

Año 5 No. 2 (Mayo – Agosto de 2019), pp. 55-87
ENSAYO | TRASCENDENCIA DEL EXPEDIENTE “VARIOS 912“...



los cuales sin lugar a dudas fueron determinantes para la consumación de 
los hechos, como para las consecuencias que se originaron de ellos, y que, 
sin lugar a dudas, trascendieron hasta nuestros días, pero de manera más 
destacada, trascendieron en el control de la convencionalidad en nuestro 
país, y como fuente del derecho internacional en base a la costumbre, o 
en base a las jurisprudencias que se dictaron por la Corte Interamericana.

En el ámbito nacional el identificar los años en los que se realizan los 
acontecimientos, los factores de influencia y las condiciones políticas, eco-
nómicas y sociales, nos llevaron a entender por qué el actuar en “rebeldía” 
contra las acciones y decisiones del gobierno por parte de los individuos o 
de los identificados como líderes sociales, y las respuestas de la autoridad 
por encima del respeto a los derechos humanos, con excesos al grado de 
desaparecer una persona.

Las lagunas jurídicas del momento eran las mejores aliadas del actuar 
del gobierno, ya que ante la omisión del supuesto jurídico evidentemente 
no había sanción, salvo la censura ciudadana o un mayor número de ma-
nifestaciones, que finalmente podrían llegar a terminar de la manera en 
que acontecieron los hechos en la plaza de las tres culturas en Tlatelolco, 
D.F.

Evidentemente, además de las omisiones legislativas y de la mala fe 
de los gobernantes, que si se daba en muchos de ellos, se encontraban 
justificaciones como las de “secreto de Estado”, para actuar de manera 
arbitraria, ya que como podemos observar al igual que Rosendo Radilla, 
persona que dio origen al expediente que estamos analizando, existieron 
otras personas o líderes sociales en distintas partes de la república mexi-
cana que actuaron en las mismas condiciones en la búsqueda de satisfac-
tores o de protección a la sociedad o de “Justicia Social”, y que corrieron la 
misma suerte que él, con la diferencia que su desaparición no tuvo la mis-
ma  trascendencia nacional ni  internacional, pero fueron elemento clave 
para marcar una época de la vida en nuestro país, un momento histórico 
de grandes monstruosidades de la autoridad, sin el menor resentimiento 
de los gobernantes, y desde luego sin el menor de los castigos.
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Paralelo a lo anterior de igual manera se consideró de suma importan-
cia revisar los acontecimientos de la lucha social que se vivía en el mundo 
en los mismos periodos que en México, ya que su actuar podría servir 
para generar ideas o motivaciones, obteniendo como resultado  que de 
igual manera también había un Rosendo Radilla, quienes de la misma 
manera muchos de ellos fueron victimados en condiciones similares o de 
alguna forma incluso  por medios mucho más drásticos,  lo anterior signi-
ficó la identificación de un común denominador, momentos y circunstan-
cias similares de gran trascendencia para los cambios políticos, sociales, 
y desde luego la búsqueda de respeto a los derechos humanos, repre-
sentando esto una lucha más por la reivindicación de esos derechos que 
tenemos todos los individuos desde el origen mismo de la vida humana 
en la tierra, y que de manera permanente han sido pisoteados y motivo de 
una gran cantidad de luchas armadas; siendo este momento uno de ellos, 
y que sin lugar a dudas debería representar un cambio.

Además de conocer el contexto de los hechos como lo narrado en los 
párrafos anteriores, también consideramos necesario conocer los detalles 
de los hechos mismos, las conductas llevadas a cabo por Rosendo Radilla, 
el actuar de los militares, de las autoridades ministeriales y jurisdiccio-
nales, razón por la cual en este análisis incluimos de manera sucinta las 
actuaciones correspondientes a cada uno de ellos, incluso después de su 
desaparición.

Identificar en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y en el Código Penal Federal la falta de un supuesto jurídico que regulara 
la conducta llevada a cabo por parte del ejército en el momento de la rea-
lización de los hechos y sancionarla, nos proporcionó información para 
determinar que  el contenido de las normas mencionadas vigentes en ese 
momento, fueron permisivas al no incluir un supuesto jurídico aplicable 
al caso, ni mucho menos consideraran  la violación a los derechos huma-
nos e incluso la desaparición de personas, razón por la cual mientras  no 
exista una conducta punitiva no era posible aplicar una sanción, a pesar 
de existir hechos notorios y suficientes que documentaban los excesos de 
la autoridad.
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Cabe destacar que es notorio que las instituciones internacionales de 
respeto a los derechos humanos fueron surgiendo con el paso del tiempo, 
lo cual representó una justificación mayor al momento de la justificación 
de no aplicarlas por ser inviable aplicar de manera retroactiva una ley o 
un tratado.

Es importante observar además, si la participación de México en las 
organizaciones, convenciones, pactos o tratados de carácter internacional, 
eran realmente una vocación,  o solamente representaba una conveniencia 
para mostrar disposición de colaboración entre países, aunque pareciere 
que en el fondo siempre se creyó que en razón de la soberanía interna o 
de cada país era prácticamente imposible atender a condiciones u obliga-
ciones internacionales,  siendo además esto, otra justificación para el no 
cumplimiento de los convenios internacionales.

Desde luego que para complementar todos los elementos que permi-
tirían conocer el contexto y antecedentes del caso Radilla y consecuente-
mente el motivo de la revisión por parte de la SCJN del expediente “VA-
RIOS 912/10”, era fundamental incorporar el contenido de la sentencia 
emitida por la Corte Internacional, aunque mínimamente solamente se 
incluyeron los puntos resolutivos, pero que nos permite conocer la serie 
de obligaciones o la condena que se le hace al Estado Mexicano, sin dejar 
de señalar que dicha sentencia llegó a tener tal trascendencia, que además 
provocó reformas legislativas de la Constitución Mexicana y la incorpora-
ción del tipo penal de Desaparición Forzada. 

En el punto central del análisis del expediente “VARIOS 912/10”,  se 
consideró importante primeramente incorporar la discusión de la Su-
prema Corte para determinar su competencia para conocer la sentencia 
emitida por un órgano internacional, destacando haberse declarado com-
petente para hacerlo, considerando que es precisamente este momento 
en el que se le da entrada al Control de la Convencionalidad, ya que se 
reconoce que  una ley internacional es aplicable en el interior de un Esta-
do, aún sobre las propias normas establecidas y las propias autoridades 
establecidas.

86

VITAM. REVISTA DE INVESTIGACIÓN EN HUMANIDADES
ISSN 2448-6124 / eISSN 2594-2107

Año 5 No. 2 (Mayo – Agosto de 2019), pp. 55-87
ENSAYO | TRASCENDENCIA DEL EXPEDIENTE “VARIOS 912“...



Posterior a lo anterior, de igual manera fue trascendente conocer los 
puntos de discusión al interior del  Pleno de la Suprema Corte, ya que en 
síntesis se aceptan las sanciones y obligaciones que deberá cumplir el Es-
tado Mexicano de manera específica del caso Radilla, sin embargo lo ver-
daderamente destacable es que la Corte Suprema acepta la jurisdicción de 
la Corte Interamericana, y emite una resolución que tiene efecto al inte-
rior del ámbito federal jurisdiccional marcando lineamientos para aplicar 
sus sentencias, no únicamente en los casos específicos, sino para el caso 
de violaciones a los derechos humanos, aunque lo que verdaderamente 
fue trascendente que dicha resolución dio motivo a reformas de normas 
internas para conformar el bloque de convencionalidad, razón por la cual 
incluimos de manera textual la modificación al artículo 1° Constitucio-
nal y al artículo 152° del Código Penal Federal, en el cual se incluye en 
diversos inciso todos los supuestos de actos de autoridad que pudieran 
traducirse en el tipo penal de desaparición forzosa, no siendo estas las 
únicas modificaciones, sino que además se adicionan modificaciones al 
artículo 133° que se refiere a la supremacía constitucional y que termina 
reconociendo en una igualdad a la constitución y a los tratados interna-
cionales, con lo cual, hoy por hoy, existe obligación de parte de todas las 
autoridades, revisar de oficio todas las resoluciones y actos de autoridad 
para que eviten la violación a los derechos humanos, pero que además se 
revisen el contenido de todos los convenios, tratados, disposiciones en las 
convenciones, que emitan los organismos internacionales.

Por último, y aprovechando lo sucedido en el caso Radilla, en el senti-
do de que primero se conoce del caso y después surge la norma, revisa-
mos de manera sintetizada lo relativo al principio de retroactividad y su 
aplicación, en casos específicos a  los que se presentan de manera conti-
nuada en el momento en que se emite la resolución o la creación de una 
norma; cabe hacer notar que este análisis involucra cuestiones nacionales 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 14 de nuestra Constitu-
ción, y las propias resoluciones que emita algún órgano internacional.
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